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PROCESADO: FAPM

 SE CONFIRMA CONDENA

S. N°059

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HOMICIDIO / VALORACIÓN PROBATORIA / PRUEBA DE REFERENCIA / TESTIMONIO / PRUEBAS DE CORROBORACIÓN PERIFÉRICA / INDICIOS / SE CONFIRMA SENTENCIA DE CONDENA.
Muy a pesar que el letrado recurrente aduce que el fallo se cimentó en prueba de referencia, debe decirse que si bien es cierto la versión que aportó la ciudadana Elizabeth Tenorio Trejos fue la que ayudó a orientar el averiguatorio, el fallo no se sustentó exclusivamente en la información entregada por esta; sin embargo y desde luego, la misma fue un insumo importante que permitió cotejar los datos aportados por la declarante con las restantes pruebas y evidencias físicas encontradas en la escena del hecho, para finalmente edificar varios indicios graves de responsabilidad en cabeza del acusado. 

En contravía del pensamiento de la defensa, en el plenario sí se cuenta con otros medios de persuasión que valorados en conjunto con la prueba de referencia incorporada, son suficientes para estructurar y fundamentar una sentencia adversa a los intereses del procesado, toda vez que demuestran más allá de toda duda su compromiso en esta ilicitud. 

Para sustentar el aserto, se hace necesario acoger lo establecido en precedentes del órgano de cierre en materia penal con respecto a lo que se ha dado en llamar “prueba de corroboración periférica”, frente a lo cual se indicó: 

“[…] Es decir, que cuando se trata de la prueba de referencia, la actividad probatoria compete estar centrada, en orden a realizar una corroboración periférica, en torno al contenido de aquella y que comprometa la responsabilidad del acusado.

“En la labor verificadora y con sustento en el principio de libertad probatoria que regla el artículo 373 de la Ley 906 de 2004, según el cual, los hechos y circunstancias de interés “para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos en este Código o por cualquier otro medio técnico o científico que no viole los derechos humanos”, entre ellos, los indicios, el operador puede basar el juicio de responsabilidad del acusado, siempre y cuando se arribe al grado de conocimiento más allá de toda duda”.
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  ACTA DE APROBACIÓN No 1077
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Noviembre 27 de 2019. 9:08 a.m.

	Acusada: 
	FAPM

	Cédula de ciudadanía:
	9`868.227 expedida en Pereira (Rda.)

	Delito:
	Homicidio

	Víctima:
	Berardo Arturo Aragón Arroyo

	Procedencia:
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito con función de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia condenatoria de fecha mayo 24 de 2016. SE CONFIRMA.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- De los hechos se tuvo conocimiento en horas de la mañana del 11 de mayo de 2011, cuando fue encontrado sin vida el cuerpo de quien respondía al nombre de BERARDO ARTURO ARAGÓN ARROYO, dentro de su lugar de residencia ubicada en la Etapa II, casa 13, del Condominio “Topanga”, a consecuencia de estrangulamiento y sofocación según lo dictaminó el médico legista.
1.2.- Desarrollado el programa metodológico y lograda la identificación del presunto autor de la ilicitud como FAPM, a instancias de la Fiscalía se llevaron a cabo las audiencias preliminares (agosto 04 de 2014) ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), por medio de las cuales: (i) se declaró como persona ausente, y (ii) se le formuló imputación en calidad de autor y a título de dolo en la conducta de homicidio agravado -arts. 103 y 104 num. 4º C.P.-.
1.3.- La Fiscalía presentó formal escrito de acusación (octubre 14 de 2014) por los mismos cargos que le fueron imputados al señor FAPM, en la que se adicionó otra causal de agravación, esto es la contenida en el numeral 7º art. 104 C.P. -situación de indefensión-, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad ante la cual se llevaron a cabo las audiencias de formulación de acusación (diciembre 19 de 2015), preparatoria (abril 22 de 2015), y juicio oral (agosto 24  de 2015, marzo 31 y abril 18 de 2016), fecha esta última en la cual se dictó un sentido de fallo de carácter condenatorio, y en mayo 24 de 2016 se profirió la respectiva sentencia por medio del cual: (i) se condenó al señor FAPM por el delito de homicidio -art. 103 C.P.-, a la pena de 208 meses de prisión; (ii) se impuso la inhabilitación en el ejercicio de derechos y  funciones públicas por igual lapso de la sanción privativa de la libertad; y (iii) se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, con la consiguiente orden de captura inmediata.

Los fundamentos que tuvo la a quo para llegar a tal determinación, los hizo consistir en lo siguiente:

De conformidad con las pruebas que fueron objeto de estipulación probatoria, entre las cuales se encuentran el acta de inspección a cadáver y el informe pericial de necropsia de quien en vida respondía al nombre de BERARDO ARTURO ARAGÓN ARROYO, quien falleció como consecuencia de asfixia mecánica por estrangulamiento y sofocación, quedó demostrada la materialidad de la ilicitud.

Frente al compromiso que le asiste al señor FAPM, y si bien es cierto ninguno de los testigos traídos a juicio presenció los hechos, de las pruebas arrimadas se establece su responsabilidad, lo cual edificó en la existencia de al menos tres indicios, a saber:

De Presencia: De la información suministrada por ELIZABETH TENORIO y RICARDO ARAGÓN ARROYO, se supo que la víctima le tenía una pieza arrendada al señor FAPM, quien venía atrasado con el pago de este, lo que generó malestar en su arrendador, y de lo dicho por la testigo se desprende que el día antes del deceso el afectado le contó que el señor FAPM había pasado la noche anterior en la casa, y que se sintió incómodo con su presencia. Y ello lo ratifica el mismo procesado quien en mayo 11 de 2011 llamó a ELIZABETH para decirle que no subiera a la finca de don BERARDO, que había salido de viaje, que no lo llamara porque se le perdió el celular y sería él quien quedaría pendiente de la casa.

De huida: Esa llamada hizo temer a ELIZABETH lo peor, pues era ella a quien BERARDO le pedía que estuviera pendiente de la casa cuando iba a salir, y el apremio del acusado para que la misma no fuera, no era más que para ganar tiempo y desaparecer el cadáver, lo cual se frustró ante la presencia de la mujer en la casa, quien luego de observar unas manchas de sangre y unos dedos, alertó a la policía, y lo hallado por las autoridades en el cuarto del señor FAPM luego de la orden de allanamiento -documentos de BERARDO y su celular, así como una prenda de vestir de la talla de FAPM- confirmaban sus sospechas, lo cual era indicativo que fue él quien causó daños al afectado y tenía interés en borrar sus huellas. Mientras eso sucedía, el procesado desapareció de la ciudad, en tanto su patrón indicó que ese día lo vio hasta las 10:00 a.m., y sin razón alguna se marchó y dejó tirados los trabajos que tenía, sin haber sido posible lograr su ubicación.

De oportunidad: FAPM, además de ELIZABETH, eran las dos únicas personas ajenas al dueño que tenían ingreso a la vivienda, y se descarta que la muerte hubiera sido producto de cualquier aparecido, pues el lugar cuando fue revisado por ELIZABETH se encontraba en orden, no había faltantes y eso descarta el móvil del hurto o una riña familiar o de otra índole, y la disposición que tenía el cuerpo y la forma en que fue ocultado, muestran el tiempo que tuvo el individuo que le segó la vida, lo cual solo era posible para alguien que pudiera estar allí sin levantar sospechas. Aunado a que en este asunto hubo curia del asesino quien trató de borrar huellas al trapear los lugares de la casa donde había rastros de sangre, e incluso se dio a la tarea de envolver el cuerpo, de guardar sus documentos, y apagar el celular del occiso.
De capacidad: De lo expuesto por ÓMAR RODAS, quedó acreditado cuál era el comportamiento habitual de FAPM, al haber trabajado con él por diez años, quien adujo que algunas veces lo notaba nervioso, inestable, que se tomaba unas pastas, y un año antes de desaparecer lo notaba agresivo, se desesperaba, e incluso en una ocasión lo intimidó con un destornillador, trataba mal a un compañero de trabajo, e igualmente sacaba carros de clientes sin permiso. 

Finalmente, en cuanto a lo referido por ELIZABETH TENORIO, expresa que es digno de credibilidad, en tanto sostenía amistad con el hoy occiso, a quien veía como un padre y siempre se mostró firme en sus dichos, sin advertirse en ella ánimo de involucrar a una persona inocente. Y si bien es cierto sostuvo una relación con FAPM, la misma terminó en buenos términos, y su interés era única y exclusivamente que la muerte del señor BERARDO no quedara impune.

1.4.- El defensor del sentenciado no estuvo conforme con esa determinación y pasó a sustentar oralmente el recurso de apelación.
2.- Debate
2.1.- Defensor -recurrente-

Solicita se revoque el fallo de condena y se emita una sentencia absolutoria con fundamento en lo siguiente:

La a quo desconoció el debido proceso, en tanto el canon 381 dispone que para condenar se requiere tener conocimiento más allá de toda duda sobre el delito, respecto de lo cual no hay duda, amén de las pruebas estipuladas, que dan cuenta del fallecimiento del señor BERARDO ARAGÓN ARROYO, pero no se comprobó que FAPM fuera el responsable de la ilicitud.

Desde la primera intervención de la Fiscalía se dijo que si bien no había prueba directa, la indiciaria comprometía a su prohijado y estas terminaron con un fallo de condena, en tanto para la a quo advirtió los indicios de movilidad, huida, oportunidad, no presencia de FAPM, con los cuales apuntaló la condena. Estima que el error de su prohijado fue no haber concurrido al proceso, pues de haberlo hecho seguramente otro hubiese sido el resultado, pero por su condición de hombre callejero, trabajador, que tenía que rebuscarse la vida no solo en zona urbana sino rural, y como quiera que con el tiempo la investigación no arrojaba sus primeros resultados, tuvo que salir quizás a rebuscarse su vida en otro sitio.
Aunque no fue posible ubicar a su defendido, no por eso puede adjudicársele una condena por ese indicio de huida y de presencia como lo dijo la a quo, pero sin probarse su responsabilidad, ya que el único testigo del hecho falleció y las demás personas que declararon en juicio no pudieron manifestar nada más allá de la personalidad de su defendido.

Aduce que la testigo ELIZABETH TENORIO debió ser investigada, pues ella también tenía un negocio con el occiso, al haberle cedido un sitio de esa casa para que cultivara, y tenía tanta confianza que entraba y salía de la residencia cuando quería, además de haber tenido una relación sentimental con FAPM, la que terminó sin saberse el motivo para ello, con lo cual es factible que quedaran resentimientos. Fue ella la testigo principal de la Fiscalía al ser la primera persona que llega al sitio y dio información a las autoridades sobre la presencia en el lugar de los hechos de su representado, sin entender por qué motivo la Fiscalía no ahondó más a ese respecto, pues pareciera que solo había espacio para investigar a FAPM porque vivía ahí, y no había pagado el arrendamiento, siendo lo único que se esgrimió para iniciar el averiguatorio. E incluso, aunque la sentencia no podía fundarse en pruebas de referencia, en esas se cimentó.

Deberá la Sala por tanto analizar las pruebas que sirvieron a la jueza para emitir el fallo, pues en su sentir se obviaron los principios de inmediatez  y de contradicción, este último por cuanto el proceso solo lo conoció en la audiencia de juicio oral, sin tener la oportunidad en la audiencia preparatoria de solicitar pruebas, ya que de haber contado con ello y poder presentarlas en juicio, al cotejarlas con las allegadas por la Fiscalía y al avizorarse el principio del in dubio pro reo, hubiera sido otra la decisión de primera instancia.

2.2.- Fiscalía -no recurrente-

Solicita se confirme el fallo emitido por la funcionaria de primer nivel con fundamento en lo siguiente:

Se adhiere a los argumentos efectuados por la a quo, en tanto se demostró que el ciudadano FAPM fue quien causó la muerte a BERARDO ARTURO ARAGÓN, porque de acuerdo con las pruebas ventiladas en juicio se encontraba en ese lugar al momento en que se presentó el deceso de este, tal cual así lo advierten los elementos de prueba hallados en el lugar, así como lo informado por quienes de alguna manera tuvieron conocimiento de ello como lo fue el testimonio de ELIZABETH TENORIO.

Si bien el procesado tuvo la posibilidad de comparecer al estrado, no lo hizo, y esa situación se pudo advertir al día siguiente de los hechos cuando la policía se desplazó al lugar donde trabajaba y allí se obtuvo información que este había hecho una manifestación que había sido la peor noche de su vida, lo cual indica que estaba consciente de lo que había sucedido esa noche nefasta donde dio muerte a BERARDO ARTURO.
La soledad fue precisamente la oportunidad que tuvo FAPM para dar muerte al propietario del inmueble, no había otros testigos y aprovechó que este llegó después de haber ingerido sustancias alcohólicas, o quién sabe en qué circunstancias, y se aprovechó de un estado de indefensión para ocasionarle la muerte por asfixia mecánica.  
Aunque se trata de decir que debió ser investigada la testigo ELIZABETH TENORIO, por haber existido una relación amorosa en el pasado entre ella y FAPM, tal situación no se ventiló en juicio, ni mucho menos que esa hubiera sido la circunstancia para que quizá apareciera como la posible autora de la muerte de BERARDO. Se trata de una mera argumentación especulativa de la defensa, como también lo referido en cuanto a que el error de FAPM fue no comparecer a juicio, pues el resultado supuestamente sería otro, ya que su no asistencia reafirma ese indicio de huida.
Es cierto que los únicos que saben lo sucedido en esa vivienda, son el occiso y el procesado, y por ende le correspondía a este último decir qué había pasado, pero se ausentó por la cantidad de pruebas que lo incriminaban. Considera por tanto que lo expuesto por el recurrente en nada modifica la misma, ya que en ningún momento el letrado atacó los argumentos que se tuvieron en cuenta por la a quo para emitir el fallo de condena. 
2.3.- Apoderado de víctimas -no recurrente-

Pide se confirme el fallo en su integridad, por tratarse de una providencia bien elaborada, tanto a nivel fáctico como jurídico, máxime que en estricto derecho la defensa no argumentó sus motivos de desacuerdo con la sentencia, lo que precisamente es el objeto de su alzada, en tanto solo efectuó elucubraciones frente a temas no tratados en la decisión, pero sin atacar lo argumentado por la a quo, y por ende la apelación debe ser declarada desierta.

Fue tan errado lo sostenido en la apelación, que hizo alusión a que a su cliente lo condenaron, entre otros, por el indicio de la no presencia, cuando la juez tuvo en consideración fue el de presencia en el lugar de los acontecimientos; además de criticar a la Fiscalía por no investigar a uno de los testigos, y aducir que de haber intervenido en la audiencia preparatoria habría podido solicitar pruebas que cambiarían la situación de su cliente, no obstante que sí estuvo en la misma y manifestó que no tenía elementos probatorios.

De haber sido la testigo quien debiera ser investigada, le hubiera quedado fácil a FAPM ayudar a la Fiscalía a determinar porqué fue ella la responsable, máxime que fue buscado al otro día. E igualmente se encuentra el indicio de presencia en el lugar de los hechos,  pues allí vivía y por ende tenía capacidad y tiempo, incluso, para altear la escena. Y lo más curioso es que dentro de su habitación se encontró una camiseta ensangrentada, y además se hallaron documentos de identidad del hoy occiso en esa habitación que estuvo sellada y con cadena de custodia, hasta que efectuaron el allanamiento.
2.4.- Debidamente sustentado el recurso, la funcionaria de primer nivel lo concedió en el efecto suspensivo, y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 
3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906/04 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a corroborar el grado de acierto de la providencia de primer grado en cuanto profirió fallo de condena en contra del señor FAPM por la conducta de homicidio; o si, por el contrario, no obran pruebas que permitan determinar su compromiso en el presente caso, como lo pregona la defensa recurrente. 

3.3.- Solución a la controversia

No se percibe, ni ha sido tema objeto de contradictorio, la existencia de algún vicio sustancial que pueda afectar las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Igualmente se observa de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

Ahora bien, con antelación a ingresar en el estudio de fondo del asunto y como quiera que dentro de la argumentación como no recurrente por parte del apoderado de víctimas, se solicitó a la titular del juzgado a quo la declaratoria de desierto del recurso de apelación por cuanto la defensa no cumplió con el deber de sustentación, sin que frente a ello hubiera existido pronunciamiento por parte de la funcionaria de primer nivel, debe resaltar la Sala que no obstante la escasa argumentación del apelante, se considera válido lo expresado por el letrado quien hizo alusión a la carencia de pruebas que comprometen la responsabilidad de su prohijado, máxime que, en su sentir, el fallo se cimentó en prueba de referencia.
Si bien aduce el letrado que se vulneró el principio de inmediatez y el derecho de contradicción, que de resultar cierto podría conllevar a la declaratoria de nulidad de lo actuado, para la Corporación ello no ocurrió en este caso en particular, por cuanto el abogado recurrente fue precisamente quien participó en cada una de las etapas procesales, incluida por supuesto la audiencia preparatoria, y no obstante que allí no solicitó la práctica de pruebas, lo fue por no haber tenido posibilidad de contactar a su cliente, mas no porque fuera otro profesional del derecho quien para ese momento intervino, como erradamente lo aseguró.

Finalmente, en cuanto a la inmediatez, es evidente que todas las pruebas se practicaron en juicio ante la funcionaria encargada de su valoración, y fueron objeto de contradicción por parte del apoderado del acusado. Por tal razón, sus reparos a ese respecto no pueden ser atendidos favorablemente; empero, la Sala sí se pronunciará con respecto a las restantes argumentaciones defensivas que atacan frontalmente los fundamentos del fallo de condena.
Así las cosas, centrándonos en el asunto objeto de estudio, se dirá que de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que el juzgador llegue al conocimiento más allá de toda duda, no solo frente a la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan cimiento en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

Como se dijo, la razón que motiva el examen de la sentencia de condena dictada por la a quo frente al señor FAPM, no es otra que determinar si en los hechos en los que fue víctima el señor BERARDO ARTURO ARAGÓN ARROYO le asiste compromiso al acusado, como así lo sostuvo la Fiscalía y fue acogido por la a quo; o si, como lo manifestó el letrado recurrente, no se cuenta con prueba directa en contra de su representado, y solo obra prueba de referencia con fundamento en la cual se edificó la responsabilidad de su representado. 
En relación con la materialidad de la infracción, no le asiste duda alguna a la Sala que en mayo 11 de 2011, en el interior del inmueble ubicado en el Condominio “Topanga” de esta capital, fue hallado el cuerpo sin vida del señor BERARDO ARTURO ARANGO ARROYO, el cual de conformidad con el dictamen médico legal practicado, y que fuera objeto de estipulación probatoria, falleció de manera violenta a consecuencia de asfixia mecánica, por estrangulamiento y sofocación. Asimismo, presentaba heridas contusas en cuero cabelludo, hemorragia conjuntival bilateral, laceración de mucosas labiales y abrasión en cuello, los cuales le generaron pérdida de sangre. 
El punto álgido en discusión, es lo relativo al compromiso que en la ilicitud le puede asistir al señor FAPM, lo cual discute el defensor al considerar que el fallo se fundó solo en prueba de referencia.
Debemos partir por señalar que no existen pruebas directas que pregonen que fue el hoy acusado quien dio muerte de forma violenta al señor BERARDO ARTURO ARANGO; empero, como bien lo analizó la a quo, obran indicios con los cuales se acredita que era el único que podría tener un móvil para acabar con la vida de dicha persona, y el mismo contó con la oportunidad de cometer la ilicitud.
En este asunto, en particular, es evidente que al no haber prueba directa que permitiera dilucidar quién o quiénes fueron los responsables del hecho ilícito, debía hacerse uso de la prueba indiciaria que se ventiló de conformidad con lo expuesto por quienes tuvieron conocimiento de los hechos materia de investigación.
Muy a pesar que el letrado recurrente aduce que el fallo se cimentó en prueba de referencia, debe decirse que si bien es cierto la versión que aportó la ciudadana ELIZABETH TENORIO TREJOS fue la que ayudó a orientar el averiguatorio, el fallo no se sustentó exclusivamente en la información entregada por esta; sin embargo y desde luego, la misma fue un insumo importante que permitió cotejar los datos aportados por la declarante con las restantes pruebas y evidencias físicas encontradas en la escena del hecho, para finalmente edificar varios indicios graves de responsabilidad en cabeza del acusado. 

En contravía del pensamiento de la defensa, en el plenario sí se cuenta con otros medios de persuasión que valorados en conjunto con la prueba de referencia incorporada, son suficientes para estructurar y fundamentar una sentencia adversa a los intereses del procesado, toda vez que demuestran más allá de toda duda su compromiso en esta ilicitud. 

Para sustentar el aserto, se hace necesario acoger lo establecido en precedentes del órgano de cierre en materia penal con respecto a lo que se ha dado en llamar “prueba de corroboración periférica”, frente a lo cual se indicó: 

“[…] Es decir, que cuando se trata de la prueba de referencia, la actividad probatoria compete estar centrada, en orden a realizar una corroboración periférica, en torno al contenido de aquella y que comprometa la responsabilidad del acusado.

En la labor verificadora y con sustento en el principio de libertad probatoria que regla el artículo 373 de la Ley 906 de 2004, según el cual, los hechos y circunstancias de interés “para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos en este Código o por cualquier otro medio técnico o científico que no viole los derechos humanos”, entre ellos, los indicios, el operador puede basar el juicio de responsabilidad del acusado, siempre y cuando se arribe al grado de conocimiento más allá de toda duda.

[…]

Aclarado lo anterior, se advierte que el juzgador basó su fallo de condena no solo en prueba de referencia (la entrevista que rindió el señor Manuel Antonio Buitrago), sino que la misma fue confirmada con otro medios de convicción (corroboración periférica), como lo fueron los indicios construidos a partir del dicho de los policiales que participaron en la captura de los procesados, en razón de las voces de auxilio de la ciudadanía que se hallaba en el lugar en donde fue ultimada la víctima (testigo de referencia) y de lo que ellos percibieron directamente (testigos directos), en torno a que los procesados mientras corrían se iban cambiando la ropa […]

De conformidad con ese precedente, es claro que el contenido de la prueba de referencia puede corroborarse por cualquier medio en virtud del principio de libertad probatoria que rige en nuestro sistema, incluso, desde luego, mediante indicios. Y es que si bien es cierto, en la Ley 906 de 2004 no aparece el indicio como uno de los medios de conocimiento a los que alude el canon 382 C.P.P., tal circunstancia no implica que las inferencias lógico jurídicas por medio de operaciones indiciarias estén prohibidas o hayan quedado proscritas en el nuevo esquema con tendencia acusatoria.

De conformidad con lo expresado en juicio por ELIZABETH TENORIO TREJOS, amiga del occiso BERARDO ARTURO ARANGO, y a la cual este le había alquilado una franja de terreno -100 ms2- para realizar una siembra experimental, fue ella quien le refirió a este que le arrendara a FAPM una pieza de su habitación amén de las difíciles condiciones económicas por las que atravesaba el hoy occiso, de lo que también tuvo conocimiento el señor RICARDO ARAGÓN ARROYO.
Informa la señora TENORIO TREJOS, que el aquí procesado llegó a habitar en noviembre 04 de 2010 una de las piezas ubicadas en el primer piso de la vivienda -al cual se le hizo entrega de las llaves pertinentes-, más concretamente la única que contaba con puerta, en tanto las demás no la poseían, y para ello se pactó un canon de arrendamiento de $150.000.oo; no obstante, como se advierte de su exposición, el señor FAPM, desde marzo dejó de ir a esa casa y le adeudaba $220.000.oo por concepto de arrendamientos.

Aunque de lo anterior se podría pensar que para mayo 11 de 2011 el señor FAPM ya no se encontraba en dicho inmueble, la información que dio la aludida testigo permite asegurar que en efecto el mismo sí estuvo presente para la noche del fatídico hecho en el interior de esa vivienda, y a tal conclusión se llega por lo siguiente:

Refirió la señora ELIZABETH el malestar que tenía su amigo BERARDO ARTURO por el hecho de que el señor FAPM no le pagara lo que le debía de arrendamiento ni sacara de la casa las cosas que tenía, a consecuencia de lo cual en conversación telefónica que sostuvo con la víctima en mayo 09 de 2011, este le comentó que había ido al taller donde laboraba FAPM quien al verlo se puso pálido y le manifestó que iría a pagarle lo adeudado. Para el día siguiente, 10 de mayo, a eso de las 6:30 o 7:00 p.m., ELIZABETH llamó a BERARDO para saber de lo sucedido, y este -encontrándose en la vereda el manzano con unos amigos, donde ingería licor-, le dijo que FAPM había estado el día anterior en su vivienda y que incluso se había quedado a dormir, ante lo cual le refirió la incomodidad que el señor BERARDO había sintió al respecto, además de indicarle que aquél le había dicho que volvería ese día -mayo 10- a pagarle lo adeudado.
Con esa mera información, tampoco podría decirse que el hoy acusado haya estado la noche del 10 de mayo en la residencia del señor BERARDO, toda vez que la comunicación que esa noche mantuvo con ELIZABETH fue la última, por cuanto al día siguiente fue hallado muerto en la casa de habitación. No obstante, en mayo 11, la señora ELIZABETH TENORIO recibió una llamada del señor FAPM, con el cual no hablaba desde el mes de marzo –a raíz del inconveniente que tuvieron por la no entrega por parte de este de un computador que le prestó, lo que finalmente hizo pero en presencia del esposo de la testigo, situación que desde luego causó molestia porque no era su deseo que el marido se enterada de su relación con FAPM-, todo lo cual para la Sala permite inferir que en efecto este último si tuvo contacto con el señor BERARDO justo la noche en que ocurrió el homicidio.

Véase que la testigo ELIZABETH señaló que en esa fecha, y siendo aproximadamente las 10:00 a.m., recibió una llamada del señor FAPM -desde un teléfono de venta de minutos ubicado cerca a las instalaciones de la Cruz Roja (o sea por donde quedaba el taller donde el acusado laboraba) como lo afirmó JOSÉ HERNÁN CABRA investigador del CTI-, quien le preguntó que si ella subiría a la finca, lo cual le pareció extraño por el tiempo que llevaban sin hablarse, y este le refirió que “BERARDITO” se había ido de viaje de madrugada, y que le había pedido que la llamara para saber si iba a ir para él entregarle las llaves, y además acotó que no fuera a llamar a BERARDO por cuanto el celular se le perdió la noche anterior. Ante tal manifestación, la señora ELIZABETH le indicó que ella tenía llaves, lo que al parecer desconocía el hoy acusado, y esa situación puso en alerta a la testigo toda vez que el señor BERARDO no solo le había entregado las llaves desde el mes de abril, es decir, durante el tiempo que el acusado dejó de acudir a la vivienda, sino que además nunca le informó de viaje alguno, pese a ser ella a quien le pedía que le cuidara la finca durante el tiempo que se ausentaba.
De lo expresado por el procesado a la testigo, se desprende que de manera implícita reconoció que estuvo la noche anterior en esa casa, pues de lo contrario no podría haberle comunicado a ELIZABETH que BERARDO había salido de viaje en la madrugada de mayo 11, ni mucho menos que el celular del hoy occiso se le había extraviado, lo cual, para la Corporación, solo lo esgrimió para evitar que la citada señora fuera a esa vivienda ese día.

Si en cuenta tenemos entonces que además del señor BERARDO y su inquilino FAPM, nadie más vivía en esa residencia, y que la noche anterior y aquella en la que se presentó el hecho estuvo en el inmueble, ello permite edificar en su contra un indicio de presencia, como acertadamente lo acotó la a quo.

Precisamente, la soledad del sector, en tanto como se sabe la vivienda está ubicada en un condominio en zona semirural de Pereira, y el hecho de que al parecer el señor BERARDO había consumido bebidas alcohólicas en la noche de mayo 10 de 2011, como así se lo confirmó a su amiga ELIZABETH, fueron circunstancias que le dieron la oportunidad al agresor de obrar como lo hizo. Lo dicho, en cuanto nadie más que una persona que tenía libre acceso al inmueble pudo ser el responsable de la ilicitud, ya que como se sabe no se ejerció ninguna clase de violencia para ingresar, ni mucho menos de la casa se perdieron objetos o elementos que conllevaran a establecer la presunta existencia de un delito contra el patrimonio económico, o que la muerte del afectado haya sido para asegurar la comisión de algún otro delito. Como tampoco se encontraron rastros que indicaran una riña, sin desconocer desde luego, que ante la presencia de manchas de sangre en varios lugares del segundo piso, ello pueda significar que la escena haya sido modificada o alterada para que la misma fuera hallada en similares condiciones a las que normalmente permanecía.
Para el Tribunal por tanto, quien cometió el homicidio contó con el tiempo suficiente, no solo para agredir al señor BERARDO a quien le ocasionó diversas lesiones en su cabeza, de las cuales emanó sangre que fue encontrada en varios lugares del segundo piso, sino que además procedió a asfixiarlo para lo cual le puso bolsas de plástico en el rostro y con un alambre encauchetado lo amarró del cuello, para posteriormente ubicar el cuerpo en un espacio de la casa destinado para un closet, mismo que cubrió con otros elementos para evitar su fácil detección –tal cual se advierte de lo dicho por ELIZABETH TENORIO y las fotografías tomadas en la escena del crimen- muy seguramente con la intención de sacarlo de la misma más tarde y así simular que se había ido de la casa.

En ese orden de cosas, la única persona que señalan las pruebas como la causante del hecho de sangre, y quien contaba con la posibilidad no solo de acceder al inmueble sino además con el tiempo necesario para tratar de ocultar el cuerpo y limpiar la escena, no podía ser nadie distinto al señor FAPM.

Lo anterior igualmente se fundamenta en el hecho de que al momento en que llamó a la señora ELIZABETH -lo que hizo desde un teléfono público cercano la Cruz Roja, y del taller donde laboraba- su intención al decirle que BERARDO había viajado en la madrugada y que él permanecería todo el día en la casa, era precisamente para evitar que esta se acercara a la vivienda, pero al percatarse que la misma poseía llaves, tal circunstancia hizo que los planes que posiblemente tenía de desaparecer el cuerpo de la víctima quedaran frustrados, y por el contrario decidiera huir.

Nótese además, que aunque el procesado le dijo a ELIZABETH que no llamara a BERARDO por cuanto este había perdido su celular la noche anterior, ello no constituyó más que una mentira para tratar de sostener su coartada, ya que al procederse por parte de los funcionarios del CTI a realizar diligencia de allanamiento a la habitación que este ocupada, y la que se encontraba cerrada para el momento de la inspección al cadáver –la misma fue “sellada” por dichos servidores hasta que se autorizara su ingreso-, se halló no solo una camiseta talla “S” que concuerda con la contextura del procesado, la que estaba impregnada de sangre proveniente del señor BERARDO, sino que además debajo de las sabanas de la cama estaba la billetera con documentos de la víctima, así como su celular, lo cual es un indicio grave adicional, pues el hallazgo de esas nuevas evidencias comprometían seriamente su responsabilidad en el ilícito.

Para el Tribunal, como lo fue para la funcionaria a quo, en este evento se estructuran serios indicios de oportunidad y de capacidad para delinquir por parte del señor FAPM, quien luego de cometer el homicidio trató de ocultar tanto el cuerpo del occiso como sus elementos personales, así como borrar las huellas en la escena del crimen,  como lo señaló la técnico del CTI ÁNGELA ZARABANDA OVIEDO, a raíz de los rastros de trapeado en la sala de televisión del segundo piso, muy seguramente para luego de desaparecer el cuerpo mantener incólume la versión inicial suministrada a ELIZABETH, en relación con el presunto viaje que en la madrugada de ese fatídico día había realizado la víctima.
Ahora, aunque no hay claridad acerca de cuáles fueron los móviles que lo llevaron a actuar de tal manera, todo apunta, al no existir otras circunstancias distintas, que al parecer lo que originó su malestar fue el hecho que el señor BERARDO ARTURO le cobrara la suma de $220.000.oo que le adeudaba por los cánones de arrendamiento, en tanto ninguna otra situación de animadversión se presentó entre ellos. Es decir, que salvo esa situación, no se acreditó otro evento que permitiera dilucidar qué lo llevó a realizar el ataque contra su arrendador, no obstante la referencia que efectuó el investigador del CTI HERNANDO MEDINA PINEDA, respecto a la comunicación telefónica que dijo haber sostenido supuestamente con el aquí acusado, en el entendido que al parecer los hechos surgieron por cuanto la víctima estaba en el interior de su cuarto cuando “reblujaba sus cosas” y del que días atrás se le perdieron $500.000.oo, todo lo cual originó el altercado; pero sucede que tal información, como lo indicó la a quo, no puede ser tenida en consideración ante su falta de corroboración en juicio -entiéndase prueba de referencia-.

Para la Sala, el haberle sido cobrado el arriendo de la pieza o que se le pidiera que sacara lo que allí guardaba, pudo influir para que el señor FAPM se molestara con el señor BERARDO, y ello lo hubiera motivado a agredirlo, en tanto no podemos olvidar, como así lo comunicó el señor ÓMAR RODAS HERRERA, quien fue empleador en el ramo de la mecánica de FAPM por varios años, que este se tornaba agresivo, se exasperaba fácilmente, e incluso él también fue víctima de amenaza con un destornillador por parte de su exempleado, lo cual deterioró la relación laboral. Así mismo, dicho ciudadano igualmente vio a FAPM el día 11 de mayo en horas de la mañana, aproximadamente hasta las 10:00 a.m., y fue enfático en aducir que nunca lo había visto en las condiciones que lo observó ese día, en tanto lo notó pálido, intrigado, descompuesto, y esa fue la última vez que lo vio porque nunca más volvió al sitio de trabajo.
Los anteriores indicios -de presencia, oportunidad y capacidad-, conllevan a la Corporación a pregonar que en efecto fue el hoy procesado quien cometió el ilícito en contra de la humanidad del señor ARAGÓN ARROYO, y no obstante que el de huida que estructuró la a quo podría discutirse si constituye indicio de responsabilidad, según lo predicado en la jurisprudencia nacional
, el hecho que haya decidido ocultarse prácticamente desde el mismo día en que fue hallado el cuerpo del occiso, no permite inferir situación distinta a que lo hizo para evitar que las autoridades lo indagaran por su comportamiento en esa fecha.

Así las cosas, en contravía de lo dicho por el defensor inconforme, en el sentido que su cliente se marchó para buscar trabajo en otros lugares “por ser un hombre trabajador y callejero”, debe decirse que las pruebas señalan que FAPM ejercía su labor como mecánico en esta capital desde hacía muchos años, como lo dijo quien fuera su empleador; e igualmente, en esta ciudad tenía su pareja sentimental y sus padres, sin volver a ser visto desde el día en que fue descubierto el cuerpo de la víctima. Por demás, el que decidiera marcharse no fue motivado por el hecho de que “la investigación no avanzaba”, como así lo dio a entrever su defensor, ya que la misma apenas iniciaba. En consecuencia, si se marchó, como así lo hizo, lo fue porque algún grado de compromiso poseía, y ello finalmente fue acreditado con las pruebas válidamente allegadas a la actuación.
Finalmente y en punto de lo referido por el letrado recurrente, al censurar el proceder de la Fiscalía en cuanto solo investigó a su cliente y no a la señora ELIZABETH TENORIO TREJOS, al Tribunal le basta decir que si ello se dio, fue porque no encontró elemento alguno que vinculara a la mencionada testigo con los hechos materia de averiguación, máxime que no obra señalamiento ni indicio alguno que permita inferir en cabeza de esta ánimo de agredir al señor BERARDO ARTURO ARAGÓN, a quien veía como un padre protector y persona de fiar.

Desde luego, es cierto como lo dice la defensa, que lo ideal en este asunto hubiera sido que el señor FAPM se decidiera a comparecer para aportar datos que esclarecieran la situación, pero no lo hizo, y las pruebas que militaron en este proceso dan cuenta que fue él el responsable de la muerte en forma violenta del señor ARAGÓN ARROYO, y en esos términos hay lugar a sostener que juzgadora no se equivocó en sus apreciaciones probatorias y por lo mismo se le impartirá aprobación al fallo impugnado.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por medio de la cual condenó al señor FAPM como autor del delito de homicidio, del que fuera víctima el señor BERARDO ARTURO ARAGÓN ARROYO.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� CSJ SP, 04 jun. 2013, Rad. 40893.


� CSJ SP, 26 Oct. 2011, Rad. 36692, reiterado en CSS SP, 12 oct. 2016, Rad. 37175.
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